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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del sentenciado JOSÉ HERNÁN RESTREPO YAGARY contra el auto interlocutorio proferido el cuatro (04) de octubre de 2007 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de rebaja punitiva contemplada en el artículo 70 de la Ley 975.

2.- PROVIDENCIA 

El Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al ciudadano RESTREPO YAGARY, frente a la solicitud efectuada, confrontó la situación del sentenciado con la normativa pertinente para verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos en aras de acceder al descuento punitivo. Así, encontró que la pena que descontaba el interno era producto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Cartago (Valle del Cauca) el tres (03) de marzo de 1999, consistente en veintiún (21) años, un (01) mes y cuatro (04) días de prisión, al encontrarlo autor responsable de los delitos de homicidio agravado, tentativa de homicidio y hurto calificado, la cual se encontraba debidamente ejecutoriada. En esas condiciones, estimó que se cumplían las dos primeras exigencias del artículo 70 de la Ley 975 de 2005, debido a que para el momento en que entró en vigencia esa codificación, es decir el veinticinco (25) de julio de 2005, se encontraba detenido, descontando la pena impuesta. 
De igual manera, las actas disciplinarias, daban cuenta de ser la conducta intramural del interno buena e incluso, se había presentado una efectiva colaboración con la justicia, según el entendimiento de ese despacho, dado que el procesado se había acogido a sentencia anticipada.

Empero, no se satisfacía el último de los requisitos exigidos, en lo atinente con la reparación, porque de la cuidadosa revisión de la actuación no se tenía constancia de haberse resarcido a las víctimas señaladas en la sentencia. Así las cosas, ante el no lleno total de las exigencias para la rebaja de pena contemplada en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, se hacía imperativo despachar desfavorablemente la petición en ese sentido elevada.  
3.-  RECURSO

El defensor público que asiste al interno, impugnó la providencia, para lo cual básicamente adujo que el beneficio consagrado en el artículo 70 de la Ley 975, reglamentado por el Decreto 4760 de 2005, a pesar de estar dentro de una legislación destinada a grupos ilegales al margen de la ley cuya desmovilización se buscaba, también quiso el legislador introducir una gracia que cobijara a todos los sentenciados que el momento de su entrada en vigencia, estuvieran purgando pena, para lo cual trae a colación extractos de los debates surtidos en el Congreso en relación con el tema y apartes jurisprudenciales, que se refieren entre otros a  unidad de materia, como fundamento para pregonar la validez de la aludida disposición de la Ley de Justicia y Paz, e incluso, al mismo entendimiento que en su momento se le dio al tema por parte de la Corte Suprema de Justicia.
En relación con la razón aducida por el juzgado para negar el descuento punitivo pedido, estima que no se tuvo en cuenta que la reparación se puede hacer de manera simbólica, de conformidad con lo reglado en el artículo 5º del Decreto 4760 de 2005.
Solicita de la Sala, la concesión de la rebaja del diez (10%) de la pena para su defendido, ya que cumple con todos los requisitos y además, que se dé aplicación a los dispositivos 481 de la Ley 600 de 2000 y 472 de la Ley 906 de 2004, en cuanto dicha disminución debe ser tenida como pena cumplida.

4.-  SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión adoptada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
Muy a pesar de los amplios esfuerzos argumentativos contenidos en el escrito presentado por el togado que vela por los intereses del sentenciado, es lo cierto que en relación con la específica causal por la cual el juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al señor JOSÉ HERNÁN RESTREPO YAGARY, negó la rebaja, solamente atinó a manifestar que de conformidad con el Decreto que en su momento reglamentó la disminución punitiva contenida en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, se permitía que la reparación de las víctimas se hiciera de manera simbólica. Sin embargo, no ilustra a la Sala sobre la forma en que tal reparación así fuera simbólica se hizo por parte del sentenciado, dentro de las muchas opciones que al respecto se ofrecen en la Ley 975 de 2005.

No puede desconocerse que en el ordenamiento jurídico universal de hoy, pero en especial, en el de nuestro país que ha acogido las tesis militantes en el derecho internacional, la atención de las víctimas ha cobrado capital importancia, al punto que si en otras épocas apenas eran mencionadas en el proceso penal, en la actualidad, se les ha asignado un papel preponderante, como actores principales que comparecen en busca de verdad, justicia y reparación. Precisamente, este último aspecto es el que se echa de menos y por tanto, no puede acogerse el planteamiento del defensor en cuanto su prohijado cumple con todos los requisitos porque es evidente que ello no ocurre así. 
En esas condiciones, encuentra la Sala que tal como lo concluyó el señor juez ejecutor de la pena, en este caso no era procedente otorgar el descuento punitivo solicitado, toda vez que no se satisfacían los requisitos contemplados en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, en especial porque como se aduce en la providencia, la gracia allí otorgada tenía unos condicionamientos específicos, los cuales no se satisficieron a cabalidad.

De otro lado, debe advertir el Tribunal que hoy por hoy, tampoco es procedente conceder el descuento punitivo que se pide, habida consideración de haber sido retirado del ordenamiento jurídico el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, de conformidad con lo decidido por el órgano de cierre en materia constitucional en la sentencia C-370 del dieciocho (18) de mayo de 2006, al encontrar que tanto ese artículo como el 71 eran inexequibles por vicios de procedimiento en su formación.  Incluso, como lo ha sostenido últimamente la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, dada la naturaleza del vicio encontrado por la Corte Constitucional, es atinado pensar que esos preceptos NUNCA nacieron a la vida jurídica y, por tanto, tampoco tuvieron la facultad de producir efectos jurídicos, aunque vale la pena aclarar que los beneficios otorgados antes de su declaratoria de inexequibilidad no pueden verse afectados por esta nueva interpretación.

El Tribunal se ve forzado a hacer esta precisión, porque infortunadamente en el auto proferido en la primera instancia nada se dijo en relación con este tema, lo que genera la sensación equivocada de que la norma todavía está vigente y por consiguiente, que en caso de reunirse los requisitos allí contemplados se accedería a la disminución de pena, lo que como ya se vio no sería factible a la hora de ahora.
Así las cosas, se avalará la decisión adoptada en la instancia, con la aclaración mencionada.   
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
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